PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia, vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través del Ministerio Coordinador y del Ministerio de Salud, proceda a brindar la información que abajo se solicita, referente al funcionamiento del Sistema de Protección Integral de las Personas con Discapacidad, en el marco legal de la Ley Provincial Nº 9.325, t.o. Decreto Nº 307/99 y a la implementación del Sistema Único de Prestaciones Básicas en Habilitación y Rehabilitación Integral a favor de las Personas con Discapacidad, Ley Nacional Nº 24.901 al cual se ha adherido la Provincia por Convenio Nº 1.158, ratificado por Ley Nº 11.814:

1.-Indicar respecto al Registro Provincial de Personas con Discapacidad:

a) Fecha de creación y normativa elaborada a los efectos de su organización. En  caso de existir, acompañar copia de la misma.-

b) Cantidad de personas con discapacidad registradas, suministrándose la información desagregada por año desde su creación hasta el presente.-

c) Consignar fecha y datos del último registro efectuado.

2.- Se indique si se ha constituido la Comisión Provincial para Personas con Discapacidad conforme al Decreto Nº 49/04, señalando los datos de las personas e instituciones que la integran en calidad de Presidente, Vocales, Comité Técnico y Comité Asesor.

3.- Se indique si se lleva el Registro Provincial de Prestadores de Servicios de Atención a Personas con discapacidad y;

a) Si en el mismo se registran las Organizaciones no Gubernamentales –ONGs- que brindan alguna de las prestaciones contempladas en el Sistema Único de Prestaciones Básicas para Personas con Discapacidad.

b) Se suministren los datos de otros prestadores inscriptos, consignando fecha de alta y baja de cada registrado, tipo de prestación que realiza y/o realizaba. Dicha información debe consignarse desde el año 2000 hasta el presente, desagregada por año y consignando las prestaciones a Obras Sociales y carenciados separadamente. 

4.- Se proporcione la nómina de personas con discapacidad que por carecer de cobertura de obra social, régimen de seguridad social u otros regímenes de protección, y/o porque no disponen de los recursos adecuados o suficientes para afrontar los costos derivados de las prestaciones básicas que necesiten, han sido derivados por la Provincia a instituciones especiales desde el año 2001 hasta la fecha, consignando los datos desagregados por año.

5.- Se consigne en forma detallada: 

a) las fechas y los montos pagados por la Provincia a las instituciones especiales prestadora de servicios; 

b) a qué período de prestaciones brindadas corresponden;

c) Cada una de la instituciones especiales que recibieran el pago, servicio que prestan al Sistema Integral de protección a las personas discapacitadas, y cupo asignado por la Provincia en cada caso; debiendo suministrarse la información solicitada desagregada por año desde el 2000 hasta el presente.

d) Si existen demoras por parte de la Provincia para hacer efectivos los pagos correspondientes a las instituciones prestadoras de servicios y, en tal caso, a qué responden dichas demoras. 

6.- Se indiquen los recursos presupuestarios destinados al funcionamiento del Sistema de protección integral de las personas con discapacidad previsto en la Ley Provincial Nº 9.325 t.o. Decreto Nº 307/99, y a la implementación de lo establecido en el Sistema Único de Prestaciones Básicas para Personas con Discapacidad, al cual la Provincia ha adherido por Ley Nº 11.814, señalando en forma desagregada por año desde el 2000 hasta el 2005: 

a) monto total del gasto presupuestado;

b) fuente de los recursos;

c) distribución del gasto, especificando lo destinado a organismos gubernamentales, no gubernamentales y a personas.

7.- Se indique si se han realizado las gestiones correspondientes a fin de recibir los fondos provenientes del Fondo Nacional para la Integración de Personas con Discapacidad, Decreto Nacional 1.277/2003.

8.- Se especifique:

a) El procedimiento estipulado para la obtención del certificado de discapacidad;

b) Si dicho procedimiento contempla el otorgamiento de turnos y en tal caso, si existen demoras en satisfacer la demanda;

c) El tiempo que insume a un beneficiario la obtención del certificado de discapacidad desde que solicita el turno hasta que finaliza el trámite. 

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

Conforme a lo establecido en las disposiciones de la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención sobre los Derechos del Niño, la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer y el Convenio sobre la readaptación profesional y el empleo de personas inválidas, de 1983 (Nº 159), de la Organización Internacional del Trabajo, entre otros Convenios y Tratados Internacionales, todas las personas con discapacidad tienen derecho a la protección contra la discriminación y a disfrutar plenamente de los derechos humanos en condiciones de igualdad. 

Según la Organización Mundial de la Salud (OMS), “más de 500 millones de personas en el mundo, lo que equivale al 10% de la población total, padece algún tipo de discapacidad”. Esto implica que en la mayoría de los países,  por lo menos una de cada diez personas tiene una deficiencia física, mental o sensorial. Estas cifras muestran, con elocuencia, la enorme dimensión del problema, además de su alcance universal, y permite suponer el impacto de este fenómeno sobre el conjunto de la sociedad. Sin embargo, esta cuantificación no basta por sí sola para evaluar la gravedad del problema en relación a la calidad de vida de los afectados y a la cantidad de barreras físicas y sociales que impiden su integración y plena participación en la comunidad.

El Programa de Acción Mundial para las Personas con Discapacidad, aprobado por la Asamblea de las Naciones Unidas, enfatiza el derecho de esas personas a participar en igualdad de condiciones y oportunidades junto al resto de la población, e insta a los gobiernos a asumir las prioridades que allí se establecen.

En ese sentido, en nuestro país se han sancionado numerosas leyes tendientes a regular los intereses de las personas con discapacidad, desde la que establecen el Sistema de Prestaciones Básicas en Habilitación y Rehabilitación Integral a favor de las Personas con Discapacidad –Ley Nacional Nº 24.901-, hasta las que determinan fondos específicos afectados para el financiamiento de políticas públicas que tengan como finalidad la prevención, rehabilitación integral y/o la equiparación de oportunidades, como la Ley Nacional Nº 25.730, y el Decreto 1.277/2003 de creación del Fondo Nacional para la Integración de Personas con discapacidad.

Estas normas nacionales, alcanzan a todas las personas con discapacidad en virtud de la adhesión de las provincias, en el marco de nuestro sistema federal.

Al respecto, el Gobierno Provincial, ha adherido a la Ley Nacional Nº 24.901 a través de la Ley Nº 11.814, y ha producido su propio cuerpo normativo dando sustento filosófico-jurídico para la acción gubernamental con la Ley Nº 9.325 t.o. Decreto 307/99 de creación del Sistema de Protección Integral de las Personas con discapacidad.

El Poder Ejecutivo, a su vez, ha dictado los decretos reglamentarios pertinentes que definen los organismos de aplicación de las leyes referidas.

No obstante ello, en la práctica, el Poder Ejecutivo no ha asumido cabalmente su rol indelegable en la organización de políticas públicas hacia la discapacidad. En cuanto a la organización de las estructuras institucionales y la disposición de recursos que posibiliten su debido funcionamiento, nos encontramos con instituciones inoperantes y/o insuficientes para alcanzar su cometido con eficiencia y equidad, y dar cumplimiento al objetivo propuesto por la legislación vigente.

Lo expresado surge del análisis de hechos de la realidad publicados en medios de comunicación; de informes efectuados por familiares de personas con discapacidad, auto-convocados para expresar su preocupación y realizar los reclamos pertinentes, y de lo expresado por miembros de la Cámara de Instituciones Especiales de Rosario a los que hemos tenido acceso directo.

Entre las dificultades existentes  merecen ser destacadas las siguientes:

1- Incumplimiento y/o demora en el pago a los prestadores de los diferentes  servicios conforme al Sistema Único de Prestaciones hacia: Centros de día, talleres protegidos, centros de rehabilitación psíco-física, de apoyo escolar, fonoaudiológico y/o estimulación temprana, residencias, pequeños hogares, etc.

Estos servicios, son prestados generalmente por organizaciones no gubernamentales, respondiendo al impulso y las recomendaciones que se ha dado a los gobiernos desde los organismos internacionales en función de estimular la participación no gubernamental. Así lo señala el “Programa de Acción Mundial para los Impedidos, aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas en diciembre de 1983, reafirmado en nuestro país por resolución Nº 48/96 donde se destaca la importancia de la participación de las propias personas con discapacidad y sus allegados en la adopción de decisiones sobre cuestiones que les conciernen.

Por ello tanto las leyes nacionales como la provincial, incorporan en sus textos tal recomendación. Así podemos leer en el artículo 7 de la Ley Nº 9.325, t.o. decreto Nº 307/99: “El Estado Provincial, creará y promoverá la creación de instituciones….Será especialmente tenida en cuenta, para prestar ese apoyo, las actividades de las ONG…”

Un ejemplo que es válido analizar en relación a esta modalidad de prestación y las problemáticas particulares que se presentan, es la de los Talleres Protegidos.

Los Talleres Protegidos cumplen la función de crear capacidades para una posterior inserción social y laboral de sus operadores; incorporación que no siempre es posible. En muchos de los casos, al no poder acceder al mercado de trabajo, el ingreso percibido por los operadores a raíz de su tarea en el taller, constituye su único sustento.

La propia naturaleza de estas instituciones, cuya producción es realizada por personas con capacidades diferentes, disminuye la competitividad del producto en el mercado. La baja rentabilidad que esto genera, trae como consecuencia que los talleres no puedan cumplir, sin la ayuda gubernamental, con la legislación laboral, social y previsional, privando a los beneficiarios de los derechos que formalmente le son reconocidos.

Esto remite nuevamente a la necesidad de que el Gobierno cumpla con las responsabilidades que le asigna la legislación vigente, situación que, como es público y notorio, no se está cumpliendo.

A los efectos de ilustrar esta afirmación, podemos citar la nota de Enrique Carné en el diario “El Ciudadano & la región”, periódico de la ciudad de Rosario, en fecha lunes 14 de febrero de 2005, que pone en escena el incumplimiento del gobierno a lo que prescribe la ley y la dificultades por las que atraviesan las ONGs. vinculadas a la atención de las personas con discapacidad.

La nota, bajo el título de “DISCAPACITADOS SIN COBERTURA”, expresa: “Los incumplimientos del Estado santafesino en el pago de las prestaciones médicas para discapacitados del denominado Programa Único de Cobertura….en el marco de la Ley 24.901 volvieron este año a movilizar el reclamo de….., la entidad que nuclea a los distintos centros privados de rehabilitación y terapias donde es derivada la mayoría de los pacientes carenciados con discapacidades crónicas, que no poseen cobertura médica privada u obra social.”

“Desde octubre de 2001 hasta la fecha las instituciones que vienen dando las prestaciones cobran con demoras de hasta un año.”

“Otro problema grave que denuncian los prestadores es el de la falta de cupo…” “…la provincia se está manejando con la misma partida presupuestaria de hace 4 años atrás. Lo que literalmente significa cerrar el ingreso de nuevos pacientes al programa público de prestaciones.”

2.- Demoras en el otorgamiento de turnos para la Junta Evaluadora de discapacidad, ergo imposibilidad de que se extiendan los Certificados de Discapacidad por primera vez o su renovación.
Las personas con discapacidad, sus familiares y las organizaciones de las que forman parte y/o realizan alguna de las prestaciones básicas, manifiestan su preocupación, porque tal situación produce un acto concreto de discriminación y perjuicio a los legítimos beneficiarios. 

Las dificultades para la obtención del Certificado de Discapacidad o su renovación en forma rápida y equitativa en relación al lugar de residencia, impide tanto a las personas que cuentan con cobertura de Obra Social como a los que carecen de cobertura, acceder a las prestaciones básicas para su habilitación y/o rehabilitación, así como también al beneficio del transporte gratuito o especial. 

Este inconveniente, se origina en la insuficiencia de equipos profesionales territorialmente distribuidos en la Provincia. 

En la actualidad sólo existen Juntas Evaluadoras de Discapacidad en algunas localidades y con escasos recursos humanos y materiales para atender la demanda de las personas registradas y/o a registrarse. Esto evidencia la deficiente organización y preocupación por el tema del gobierno santafesino.

3-Fondos destinados al Sistema de Prestación Integral para personas con discapacidad.

Pese a que por Ley Nº 9.325, t.o. Decreto Nº 307/99, el Poder Ejecutivo  está facultado para efectuar las modificaciones presupuestarias necesarias (art. 24º), y determinar anualmente el monto que se destinará al cumplimiento de la prestación de los servicios de asistencia, prevención y rehabilitación (art. 4º), los recursos dispuestos evidentemente resultan insuficientes.

El análisis del Presupuesto 2005 en esta materia, aporta también elementos significativos. Los recursos para atender a la discapacidad, se consignan en el ítem “Programas Control Enfermedades Discapacidad “, y cuentan con un total de recursos de $ 247.830, que se distribuyen de la siguiente forma:

a) Asignados a la ciudad de Santa Fe: $230.030

b) Asignados para las demás localidades de la provincia en total: $17.800

Es evidente que estos montos y la asignación formulada, merece explicación y revisión.

Por todo lo manifestado presentamos este Proyecto de Comunicación, solicitando a nuestros pares nos acompañen en su aprobación.
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